SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N°023                                        
            RADICACIÓN:   660012218000201800011-00


ACCIONANTE:     LUIS MARIANO ZABALA E.
NIEGA AMPARO

                                            El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia –

Proceso:    
Acción de Tutela 
Radicación Nro. :
660012218000201800011-00
Accionante: 


LUIS MARIANO ZABALA 
Accionado:
 JUZGADO 1º PENAL DEL CIRCUITO

Magistrado Ponente: 
 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas:

DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / DECISIÓN EN HABEAS CORPUS / ORDEN DE COMPULSA COPIAS / CRITERIO RAZONABLE / NIEGA /
Para la Sala entonces, no existe irregularidad sustancial en el rango de ERROR MANIFIESTO en cuanto a la decisión adoptada por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes al restablecer el derecho constitucional a la libertad reclamada por el señor BERMEJO SEPÚLVEDA.

Ahora, en cuanto a la orden emitida en el trámite del habeas corpus, para que se surta la investigación penal, debe decirse que ello obedeció al cumplimiento de un imperativo legal, como así se desprende de lo reglado en el artículo 9º de la ley 1095 de 2006, que literalmente expresa: (…)

Tal decisión no acaeció por un capricho del juez para que se adelante investigación penal contra alguno de los vinculados al habeas corpus, sino a una determinación que tiene sustento normativo. Pero a más de ello, los funcionarios judiciales tienen un poder autónomo, y más que eso un deber legal y constitucional, de poner en conocimiento de la autoridad competente los asuntos que según su leal saber y entender pudieran configurar faltas penales y/o disciplinarias. En consecuencia, el juez de tutela no puede en modo alguno desconocer esa facultad-deber de compulsar copias para que se prosiga algún tipo de averiguación.

Y aunque de lo narrado por el accionante se da a entender que el despacho a su cargo, como tampoco el Promiscuo Municipal de La Virginia, tuvieron injerencia en la situación que originó la concesión del habeas corpus, ello es un asunto que se escapa a la esfera del trámite de tutela, en tanto para ello existe una jurisdicción que será la encargada de determinar si se incurrió o no en alguna irregularidad que tenga connotación delictiva. Será por tanto ante la Fiscalía General de la Nación, o ante la Jurisdicción Disciplinaria, donde el actor podrá hacer valer su derecho de defensa en el sentido de demostrar, como lo pretende por esta vía excepcional, que no le asiste responsabilidad alguna en la prolongación ilegal de la libertad que al parecer se generó.
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    Acta de Aprobación No. 253
1.- VISTOS

Procede la Corporación a decidir la acción de tutela instaurada por el funcionario judicial LUIS MARIANO ZABALA ESQUIVEL, en su condición de Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, contra una decisión proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de esta misma capital, al estimar que la misma es violatoria del derecho fundamental al debido proceso.
2.- SOLICITUD 
El demandante enseña su inconformidad con la providencia emitida en abril 06 de 2018, por medio de la cual el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira accedió a la solicitud de habeas corpus presentada mediante apoderado por el señor JHON CARLOS BERMEJO SEPÚLVEDA, al considerar que por parte del funcionario judicial no se recaudó la totalidad de las pruebas requeridas -como así lo corroboró al revisar la cartilla y la carpeta del interno, luego de la referida decisión-, y aquellas que ingresaron al trámite fueron valoradas a su juicio en forma equívoca al dárseles un entendimiento diferente al que en realidad correspondía. Y anuncia que en su criterio la tutela es procedente porque contra la providencia emitida en sede de habeas corpus no procede recurso alguno
Refiere que aunque el despacho a su cargo tuvo a disposición al señor BERMEJO SEPÚLVEDA, con ocasión de la pena que le fuera impuesta dentro del proceso con radicación 2012-00150 -40 meses de prisión-, allí se declaró su liberación definitiva; en tanto, en el radicado 2010-02823 -3 años y 6 meses de prisión- no se recibió boleta de cambio y por ende no se libró orden de encarcelamiento ya que el expediente se recibió sin preso y el sentenciado tenía allí simplemente la condición de requerido. Así mismo indica, que el Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia le impuso al procesado medida de aseguramiento en establecimiento carcelario en febrero 11 de 2014, dentro del proceso 2010-02061, para lo cual libró la correspondiente orden de detención, pero dos días después dejó sin efectos tal determinación por cuanto para ese momento estaba detenido por cuenta del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y, en consecuencia, dentro de ese caso igualmente tenía la condición de requerido.

Expresa que la apoderada del procesado pidió su libertad al estimar que los hechos a los que hacen alusión los procesos 2010-02061 y 2010-02823 son los mismos, pero mientras se adelantaban las averiguaciones pertinentes se interpuso la acción de habeas corpus, no obstante advierte que se trata de dos radicaciones distintas y al verificar los registros de la audiencia realizada en el municipio de La Virginia se observa que entre otros cargos le formularon a BERMEJO SEPÚLVEDA la tentativa de homicidio, sin que respecto de tal conducta se dijera nada en el preacuerdo o documentación relativa al proceso 2010-02823 que estaba a su cargo.

El juez no determinó si se estaba frente a una privación ilegal de la libertad o una prolongación indebida de esta, concluyéndose con un acervo probatorio insuficiente y una valoración equívoca que el sentenciado estaba por cuenta del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y que había expiado la pena impuesta sin establecer qué autoridad era la directamente responsable de dicha privación, y aun así dispuso compulsar copias para una investigación penal contra tres funcionarios que tuvieron alguna relación con el condenado, sometiéndose a tal desgaste a quien nada tiene que ver en el asunto, máxime que de haber acopiado los elementos necesarios hubiera concluido que el señor BERMEJO SEPÚLVEDA no estaba privado de la libertad por órdenes del despacho del cual es titular, y que se estaba frente a una prolongación ilegal de la libertad por un error cometido en la cárcel de varones.

El accionado adoptó una providencia de índole declarativo al expresar que el señor BERMEJO había purgado la totalidad de la sentencia a cargo del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas, situación esta que debía discutirse en el interior de ese proceso, por lo cual el camino que debió seguirse era el de corregir la confusión generada en la cárcel a raíz de la medida de aseguramiento ante el Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia, para que fuera dejado a su disposición y proceder con posterioridad a declarar el cumplimiento efectivo de la pena.

En síntesis, el accionante refuta los argumentos esgrimidos por el funcionario en la decisión de habeas corpus, y estima que de haber procedido el mismo a dilucidar la circunstancia presentada, se habría percatado que el señor BERMEJO SEPÚLVEDA estaba recluido en la cárcel sin orden de detención o encarcelación del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas, al no estar detenido por su cuenta, ya que en la actuación figuraba como  requerido, ni tampoco por el Promiscuo Municipal de La Virginia, quien igualmente libró dos días después de haber impuesto la medida un oficio donde indica que quedaba en calidad de requerido.

Y para concluir añade que era un deber del juez expresar qué autoridad tenía privado ilegalmente de la libertad al señor BERMEJO SEPÚLVEDA, que en este caso lo era el INPEC, porque su director tenía la obligación una vez se dispuso la libertad en el proceso N° 2012-00150 -que también estuvo a cargo del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas-, formalizar su  detención por cualquiera de esos dos requerimientos, y para ello debió informar a alguno de los citados despachos con miras a que se librara orden de encarcelamiento o se materializara la medida de aseguramiento, pero no lo hizo, lo que sin lugar a duda la situación se ubica en una prolongación indebida de la libertad y no en una privación ilegal.

A consecuencia de todo ello solicita se tutele el derecho al debido proceso y se decrete la nulidad de la determinación proferida por el Juzgado de Adolescentes, para en su lugar disponer que se emita una nueva decisión en la cual se tenga en cuenta la totalidad de las pruebas, se les dé el alcance probatorio pertinente, y se determine como corresponde qué autoridad es la responsable de la prolongación indebida de la libertad del señor JUAN CARLOS BERMEJO SEPÚLVEDA, a efectos de direccionar como se debe la investigación penal que el caso amerita.
3.- TRÁMITE DEL ASUNTO
La Corporación admitió la tutela, dispuso correr traslado de la misma al Juzgado accionado, e igualmente ordenó la vinculación del señor JHON CARLOS BERMEJO SEPÚLVEDA, de su apoderada, del agente del Ministerio Público que intervino en la acción de habeas corpus, de los titulares de los juzgados Promiscuo Municipal de La Virginia (Rda.) y Primero de Ejecución de Penas y Medidas de seguridad, así como a las Fiscalías 1ª Seccional y 13 de Vida de Cartagena (B.), y al Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, quienes al respecto así se pronunciaron:

- El Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cartagena (B.) aduce que por auto de agosto 1° de 2017 se ordenó la remisión del proceso con radicación 2010-02823 a su homólogo de Pereira, en razón a que el señor BERMEJO SEPÚLVEDA se encontraba recluido en la cárcel de Pereira, para que se procediera a la vigilancia del cumplimiento de la pena. 
- El Juez Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira (Rda.) informó lo siguiente: (i) el accionante en momento alguno está en desacuerdo con la decisión proferida al habérsele concedido la libertad a JHON CARLOS BERMEJO, ya que al mismo solo le preocupa el hecho de haberse dispuesto compulsar copias para que la Fiscalía adelante la investigación como así lo ordena el art. 9° de la Ley 1095/06, lo cual se hizo precisamente en acatamiento de dicha norma, sin querer decir con ello que alguno de los tres funcionarios incurrió en responsabilidad penal, lo que no le compete a un juez constitucional sino a la Fiscalía General de la Nación; (ii) la situación que discute el actor resulta inútil, pues será la Fiscalía quien determine si es procedente o no llamarlo a una posible imputación, en cuanto el análisis que se hace en el habeas corpus es si el interno fue privado de su libertad sin el respeto de las garantías legales y constitucionales o si se le prolongó de manera ilegal su privación de libertad; (iii) frente a la postura del accionante en el sentido de señalar que el proceso 2010-02823 venía sin detenido, véase el oficio 2200 de agosto 01 de 2017 del Juzgado Primero de Ejecución de Penas de Cartagena, en el cual se indica que a partir de la fecha el sentenciado JHON CARLOS BERMEJO queda a su disposición en el establecimiento penitenciario de Pereira, y por ende, al no venir el expediente acompañado de una boleta de cambio, era menester suya haberla reclamado, pero no asumir la posición que adoptó, con lo cual se dejó al interno en un limbo jurídico, sin que sea excusa el decir que se intentó obtener datos de despachos judiciales de Cartagena con resultados negativos; (iv) de la información entregada en marzo 10 de 2017 al centro de reclusión por parte del Juzgado de La Virginia, se expresa que no se ha solicitado la boleta de detención de BERMEJO SEPÚLVEDA y que continúa a  órdenes suyas, lo que implica que entre esas dos dependencias judiciales no hubo entendimiento para aclarar la situación jurídica del interno, máxime que en su entender los dos asuntos hacen alusión a los mismos hechos, pese a la postura contraria del accionante; (v) el haber decidido que el señor BERMEJO SEPÚLVEDA había expiado la pena impuesta, fue coherente con su análisis, y con ello aseguró que el amparo a la libertad se materializara, lo cual era su obligación como juez constitucional, de lo contrario dicho interno seguramente continuaría privado de su libertad con boleta de detención para descontar la pena de 42 meses, lo que deduce de la postura que ha asumido dicho funcionario en la actuación; y finalmente (vi) no se incurrió en las falencias esgrimidas por el actor, al estar de acuerdo con la libertad otorgada, y los yerros que advirtió de cada uno de los vinculados en el habeas corpus se expusieron para motivar su decisión de acceder a las pretensiones reclamadas, pero nunca pretendió adjudicar e individualizar en alguno de ellos una responsabilidad dolosa, como única que los puede poner incursos en un delito.

- El director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira (Rda.), expresa lo siguiente: (i) el interno JHON CARLOS BERMEJO siempre estuvo a cargo de una autoridad judicial, inicialmente por cuenta del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas de Pereira hasta la fecha en que se ordenó la libertad, esto es, hasta abril 1° de 2014, y posteriormente a cargo del Promiscuo Municipal con función de control de garantías de La Virginia (Rda.), inicialmente por oficio 004 de febrero 11 de 2014 y posteriormente con oficio 037 de febrero 13 de 2014, dentro del proceso 2010-02061, lo que fue ratificado por oficio de marzo 10 de 2017 ante solicitud de dicha cárcel; (ii) existía también un requerimiento del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas de agosto 29 de 2016 donde solicitaba dejar a disposición a BERMEJO SEPÚLVEDA una vez cesara su detención, para purgar la pena de 42 meses dentro del proceso radicado al N° 2010-02823; (ii) tal situación fue verificada por la apoderada del procesado quien solicitó libertad por pena cumplida, con el argumento que los procesos 2010-02061 y 2010-02823 correspondían a los mismos hechos; y (iv) para esa Dirección, el interno estuvo a cargo de una autoridad competente y la función del establecimiento se circunscribe a acatar las órdenes impartidas por los Jueces de la República.
- El Juez Promiscuo Municipal con función de control de garantías de La Virginia (Rda.), señala que allí se adelantaron las audiencias preliminares del señor BERMEJO SEPÚLVEDA en febrero 11 de 2014, por el cual quedó detenido y se decidió dejarlo por cuenta de ese despacho; no obstante, en febrero 13 de 2014 se dejó sin efectos la boleta de detención y en respuesta a la acción de habeas corpus se comunicó que el sindicado no se encuentra detenido bajo sus órdenes.
Las demás autoridades guardaron silencio.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por el accionante. Igualmente, por parte de la Sala se solicitó copia de la decisión proferida en sede de habeas corpus y se realizó inspección judicial al referido asunto.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382 de 2000, modificado por los artículos 1069 de 2015 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte del despacho demandado, con ocasión del trámite de habeas corpus que se tramitó a favor del señor JHON CARLOS BERMEJO SEPÚLVEDA, se vulneró el derecho fundamental al debido proceso del funcionario LUIS MARIANO ZABALA ESQUIVEL, en su condición de Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Como quiera que en la presente tutela se ataca la determinación adoptada por una autoridad judicial, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con su viabilidad para establecer si hay o no lugar a realizar un análisis de fondo al caso concreto
.

Cuando se dirige la tutela contra providencias judiciales, se convierte en un mecanismo de protección excepcionalísimo y por ello su prosperidad va ligada al acatamiento de unos requisitos de procedibilidad que la jurisdicción constitucional ha acogido en fallos C-560/05 y T-332/06, entre otros.

De conformidad con la doctrina constitucional, los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales exige que la cuestión que se discute: (i) sea de evidente relevancia constitucional; (ii) se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable; (iii) se cumpla el requisito de la inmediatez, en cuanto la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental; (iv) cuando se trate de una irregularidad procesal, que ella tenga un efecto decisivo en el fallo objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora; y (v) que no se trate de sentencias de tutela.

De otra parte, los requisitos de carácter específico han sido reiterados en pacífica jurisprudencia a partir de la sentencia C-560/05, y pueden sintetizarse así: a) defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; b) defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido; c) defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión; d) defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la providencia; f) error inducido, que se da cuando el juez o Tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de un proveído que afecta derechos fundamentales; g) decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus providencias en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; h) desconocimiento del precedente, hipótesis que se genera, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos eventos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado; finalmente i) violación directa de la Constitución.
Igualmente la Corte Suprema de Justicia
, ante la interposición de acciones constitucionales contra providencias judiciales, ha expresado que si bien la tutela procede contra dichas providencias, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad, quien la ejercite tiene una mayor exigencia argumentativa, puesto que no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, sino que por el contrario debe probar de forma irrefutable que se incurrió en un error manifiesto y por ello la providencia que está amparada por la presunción de acierto y legalidad no está ajustada a derecho, de manera que se haga necesaria la intervención del juez de tutela en el conocimiento de un asunto que por su naturaleza recae en el juez ordinario.

Al confrontar esos presupuestos de procedibilidad genérica y específica con lo expuesto en este evento, se advierte que en este caso el actor cumplió con la carga argumentativa y probatoria que le correspondía, para que se considere procedente la acción constitucional, toda vez que: (i) el presente trámite tiene relevancia de índole constitucional, por encontrarse en juego la presunta vulneración del derecho al debido proceso que debe cobijar todas las actuaciones judiciales; (ii) la decisión que ataca en sede de tutela carece de recursos y por ende no existen otros medios de defensa judicial, a consecuencia de lo cual se torna la tutela en el medio eficaz para la protección del derecho que estima conculcado; y (iii) el actor interpuso la acción en un lapso que en sentir de la Corporación está acorde con el principio de inmediatez. Así mismo, se pregona la incursión del despacho accionado en los defectos sustantivo y fáctico que lo llevaron a proferir una providencia que afecta sus intereses.
Del estudio de la circunstancia planteada por el funcionario ZABALA ESQUIVEL en su condición de Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, estima el Tribunal que su inconformidad estriba en el auto emitido en abril 06 de 2018 por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, dentro de la acción de habeas corpus interpuesta mediante apoderada judicial por el señor JHON CARLOS BERMEJO SEPÚLVEDA, por cuanto en su sentir se quebrantó su derecho fundamental al debido proceso, en el sentido que el funcionario judicial no recaudó la totalidad de la prueba requerida para adoptar la decisión, y aquella que se allegó fue valorada de manera equívoca al señalar que el señor BERMEJO SEPÚLVEDA se encontraba privado de su libertad de manera irregular, sin haber plasmado en la providencia cuál fue la autoridad que generó tal situación, y muy a pesar de ello dispuso compulsar copias para que se adelante la respectiva investigación penal.

Se colige por tanto que el actor entiende que quien incurrió en un error en el presente asunto fue el Director de la Cárcel de Pereira, quien no adelantó el procedimiento pertinente para que luego de haberse dispuesto la libertad definitiva del señor JHON CARLOS BERMEJO SEPÚLVEDA dentro del proceso N° 2010-00150, fuera dejado a disposición del expediente N° 2010-02823 -que también adelantó el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas-, ora del expediente N° 2010-02061 en el cual existía una medida de aseguramiento impuesta por el Juzgado Promiscuo Municipal con función de control de garantías de La Virginia, pero ello no acaeció en la forma en que se esperaba.
De igual modo, de la disertación fácilmente se colige que el accionante está de acuerdo en que efectivamente sí se cometió una irregularidad que conllevó a que el señor JHON CARLOS BERMEJO no recobrara la libertad en su debida oportunidad, pero que se trata de una situación que en su sentir no podría serle endilgada a él como titular del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas, como quiera que el sentenciado en momento alguno había sido dejado a su disposición, y en consecuencia no libró la correspondiente orden de encarcelamiento. Ni tampoco se hallaba detenido por cuenta del Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia, toda vez que pese a haberse librado boleta de detención en febrero 11 de 2014, esta se dejó sin efectos por auto de febrero 13 de ese año porque para ese momento el procesado se encontraba detenido por cuenta del caso 2010-00150. Así las cosas -asegura-, tenía la condición de “requerido por ambas dependencias judiciales”, circunstancia que no tuvo en cuenta el funcionario que decidió el asunto.
No obstante esa argumentación, la Corporación entiende y comprende las razones que tuvo el juez para tomar esa determinación en sede del habeas corpus, si en cuenta se tiene que de la documentación que recopiló en el corto tiempo que se le concede para el efecto, logró establecer que el señor JHON CARLOS BERMEJO estaba privado de la libertad al parecer con ocasión de la medida de aseguramiento que le había sido impuesta 4 años atrás, sin que fuera lógico que a la hora de ahora se desconociera qué autoridad judicial conocía en la etapa del juicio del proceso por el cual se le impuso la misma. Situación que no fue posible corroborar amén del silencio de la Fiscalía Primera Seccional de Cartagena (B.),  quien a la postre fue la autoridad que solicitó apoyo a la Fiscalía 27 Seccional de La Virginia (Rda.) para llevar a cabo las audiencias preliminares en febrero 11 de 2014 dentro del proceso radicado al N° 2010-02061.
Se hace preciso indicar desde ya, que al hacer un cotejo entre el contexto fáctico que se narró durante esa audiencia, y que tuvo oportunidad de escuchar la Sala, y lo plasmado en el escrito acusatorio del proceso N° 2010-02823
 -en la que desafortunadamente no se indicó en qué fecha se realizó la imputación de cargos-, se evidencia una similitud entre ambos asuntos, y no obstante que en el acta de preacuerdo que sirvió de fundamento para que se profiriera condena nada se dijo sobre el cargo de homicidio agravado en grado de tentativa -el cual se diferencia del que se tramitó en el municipio de La Virginia-, no puede desconocerse que en el fallo emitido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Cartagena se plasmó que el señor BERMEJO SEPÚLVEDA “[…] se concertó con otras personas para la realización de varios delitos haciendo parte de una estructura criminal por lo que debe responder por el delito de concierto para delinquir […] utilizando para realizar esta conductas armas de fuego sin tener autorización legal para portarlas […]  y existiendo libertad de medios probatorios con la versión de las  víctimas que relatan la utilización de las armas así mismo con las lesiones que sufrieran en el transcurso de los sucesos ocasionados con arma de fuego […]”.
No se tiene certeza tampoco, como así lo refirió el actor, si por el delito de tentativa de homicidio agravado se dispuso la ruptura de la unidad procesal o si la Fiscalía eliminó tal cargo con ocasión del preacuerdo, pero lo que advirtió el titular del juzgado accionado e igualmente lo hace esta Sala, es que los hechos que fueron objeto de imputación en febrero 11 de 2014, guardan una estrecha similitud con aquellos por los cuales fue condenado el señor BERMEJO SEPÚLVEDA y que corresponden al caso radicado al N° 2010-02823, el cual estaba a cargo del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas de Pereira, sin que se hubieran adelantado las diligencias pertinentes para clarificar el asunto.

Sea como fuere y muy a pesar de semejante confusión, es claro que el señor JHON CARLOS BERMEJO, luego de habérsele otorgado la libertad con ocasión del proceso 2010-00150, continuó detenido en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira sin tenerse certeza a órdenes de qué autoridad se encontraba, ya que no obstante que el Director de dicho centro expresa que siempre estuvo a disposición de una célula judicial, de la información que se arrimó se pudo dilucidar que al parecer lo único que existían eran requerimientos tanto del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas de Pereira, como del Promiscuo Municipal de La Virginia, pero a ninguno de los dos se le comunicó lo pertinente luego de decretarse la inicial liberación, para que el interno quedara por cuenta de alguno de ellos.

Es verdad igualmente, no se discute, que el Juzgado de Adolescentes en la decisión proferida no señaló qué despacho fue el que incurrió en la presunta irregularidad, pero esa mera circunstancia no conlleva, no puede conllevar a decretar la nulidad pregonada, al ser indiscutible que ante una situación tan sui generis como la presentada, se hacía necesario que el juez emitiera una providencia que ante la duda insalvable reestableciera de manera inmediata el derecho a la libertad que presuntamente estaba siendo conculcado, sin desconocer desde luego, que al igual que todas las providencias judiciales pudiera ser discutible lo decidido y en gracia de discusión primara una tesis diferente, concretamente la argumentada por el funcionario accionante cuando asegura que: el camino procesal que debió adoptarse al resolver el habeas corpus, era el de corregir la confusión generada en la cárcel con el trámite seguido ante el Juzgado de La Virginia, para que el interno fuera dejado a órdenes del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas de Pereira, con miras a librar la orden de encarcelamiento y luego proceder a declarar el cumplimiento de la pena.
Para la Sala entonces, no existe irregularidad sustancial en el rango de ERROR MANIFIESTO en cuanto a la decisión adoptada por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes al restablecer el derecho constitucional a la libertad reclamada por el señor BERMEJO SEPÚLVEDA.
Ahora, en cuanto a la orden emitida en el trámite del habeas corpus, para que se surta la investigación penal, debe decirse que ello obedeció al cumplimiento de un imperativo legal, como así se desprende de lo reglado en el artículo 9º de la ley 1095 de 2006, que literalmente expresa:

“ARTÍCULO 9o. INICIACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN PENAL. Reconocido el Hábeas Corpus, la autoridad judicial compulsará copias para que el funcionario competente inicie las investigaciones a que haya lugar, sin detrimento de las acciones legales restauradoras de perjuicios que estime adelantar el afectado”.

Tal decisión no acaeció por un capricho del juez para que se adelante investigación penal contra alguno de los vinculados al habeas corpus, sino a una determinación que tiene sustento normativo. Pero a más de ello, los funcionarios judiciales tienen un poder autónomo, y más que eso un deber legal y constitucional, de poner en conocimiento de la autoridad competente los asuntos que según su leal saber y entender pudieran configurar faltas penales y/o disciplinarias. En consecuencia, el juez de tutela no puede en modo alguno desconocer esa facultad-deber de compulsar copias para que se prosiga algún tipo de averiguación.
Y aunque de lo narrado por el accionante se da a entender que el despacho a su cargo, como tampoco el Promiscuo Municipal de La Virginia, tuvieron injerencia en la situación que originó la concesión del habeas corpus, ello es un asunto que se escapa a la esfera del trámite de tutela, en tanto para ello existe una jurisdicción que será la encargada de determinar si se incurrió o no en alguna irregularidad que tenga connotación delictiva. Será por tanto ante la Fiscalía General de la Nación, o ante la Jurisdicción Disciplinaria, donde el actor podrá hacer valer su derecho de defensa en el sentido de demostrar, como lo pretende por esta vía excepcional, que no le asiste responsabilidad alguna en la prolongación ilegal de la libertad que al parecer se generó.
En ese orden de ideas, considera la Corporación que no hay lugar a conceder la tutela en orden a anular lo decidido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Adolescentes de Pereira (Rda.) en el trámite de habeas corpus al cual se contrae el presente debate.

6.- DECISIÓN 


En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión N° 2 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA
PRIMERO: SE NIEGA la acción de tutela interpuesta por el funcionario LUIS MARIANO ZABALA ESQUIVEL en su condición de Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
   EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBAS

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
-con aclaración de voto-
JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA                  

Secretario
� Sobre el particular ver entre otras: Sentencias T-698 de 2004, T-315 de 2005, T-825 de 2007.


� CSJ STP, 22 sept. 2015, Rad. 81747


� Ver folio 15 y ss.
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